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Obligaciones

Inoponibilidad. Nulidad. Protección 
de terceros, teoría de la apariencia. 
Corte Suprema, 13 de agosto de 
2009, rol N° 785-2008, en Legal 
Publishing 42455.

La función o papel que se ha atribui-
do a la buena fe es la de corregir el 
derecho estricto, haciendo penetrar 
la regla moral en el Derecho positivo. 
Según se ha sugerido tanto por la doc-
trina nacional como por la extranjera, 
la buena fe es un principio general 
del derecho que se estructura en tor-
no a las ideas de fidelidad, creencia y 
confianza y se manifiesta de diversas 
formas en el ordenamiento jurídico 
(v. gr. Fernando Fueyo Laneri, Ins-
tituciones de Derecho Civil moderno, 
Santiago Editorial Jurídica de Chile, 
1990. En doctrina extranjera véase 
José Luis de los Mozos, El principio 
de la buena fe. Sus aplicaciones prácticas 
en el Derecho Civil español, Barcelona, 
Bosch, 1965 y Luis Diez-Picazo Pon-
ce de León, La doctrina de los propios 
actos, Barcelona Bosch, 1963). 

Existen numerosas disposiciones 
en el Código Civil chileno que, inspi-
radas en esta noción, alteran los efec-
tos normales de una actuación, acto 
o contrato, en miras a proteger al 
tercero que actúa de buena fe. Pero, 
sin duda, será en aquellas situaciones 
donde no exista una regla específica 
que ordene al juzgador apreciar la 
fe, la presuma o regule sus efectos, 
donde el principio general antes 
enunciado cobre mayor importan-
cia. En efecto, el mayor interés que 
en la judicatura tiene la aplicación 
positiva de este instituto radica en el 
juzgamiento de la realidad a partir de 
esta noción, lo que ha dado paso al 
desarrollo de diversas doctrinas. El 
fallo que ahora comentamos resuelve 
la controversia sobre la base de una 
de ellas: la Teoría de la Apariencia. 

Los hechos, en síntesis, son los 
siguientes: 

1)	 Con fecha 27 de agosto del 
año 2001 las demandantes, 
Yanet del Pilar y Paola Mar
cela Silva Villanueva, cele
braron con la demandada 
empresa constructora Malpo 
Limitada, sendos contratos 
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de promesa de compraven-
ta referidos a las viviendas 
ubicadas en los lotes 31 y 
32, ambos de la manzana 
6 del conjunto habitacional 
denominado Villa Doña 
Ester IV, San Fernando. En 
dichos contratos se pactó que 
el precio de la compraventa 
definitiva será la suma de 
430 UF o su equivalente en 
moneda nacional al momen-
to del pago efectivo, que el 
promitente comprador se 
compromete a cancelar con 
un pie y un saldo que sería 
cancelado al momento de 
firmar la escritura de com-
praventa. 

2)	 Rolando David Silva Mar-
tínez, quien se desempeña-
ba como jefe zonal de San 
Fernando, en la oficina que 
la constructora tenía en el in
mueble donde se encontraban 
los bienes objeto de los con-
tratos indicados, obró por la 
empresa Malpo Limitada en 
la suscripción de los referidos 
contratos de promesa.

3)	 No obstante lo anterior, quie
nes comparecen por la promi-
tente vendedora en los citados 
contratos de promesa son los 
representantes de la construc-
tora a quienes Rolando Silva 
falsificó las firmas.

4)	 Con fecha 27 de noviembre 
del año 2001, las actoras hi-
cieron entrega de las sumas 
de $6.000.000 y $5.000.000, 
respectivamente, a título de 

anticipo del precio de la com-
praventa prometida, suscri-
biendo el referido Silva Mar-
tínez los recibos de dinero que 
dan cuenta de dichos pagos. 

5)	 Con fecha 10 de octubre de 
2002, al concurrir las deman
dantes a la obra les fue se
ñalado que sería imposible 
cumplir con el contrato de 
promesa estipulado, por cuan-
to las casas en construcción se 
encontraban comprometidas 
a través del SERVIU y que 
los contratos de promesa 
suscritos por las demandantes 
no tenían valor.

Atendido lo anterior, las promi-
tentes comparadoras demandaron a 
la empresa constructora Malpo Ltda. 
para que se declarara la obligación 
de la demandada de cumplir lo pac-
tado en los contratos de promesa ce-
lebrados e indemnizar los perjuicios 
ocasionados, con costas.

El fallo de primer grado rechazó 
la demanda por estimar que no se 
logró probar, que quien firmó el 
contrato de promesa, Rolando Sil-
va Martínez, no obstante tener un 
vínculo laboral con la constructora 
y estar a cargo del ramo de venta de 
viviendas, tuviese facultades legales 
para representarla como mandatario 
o, cuando menos, como agente ofi-
cioso, y, obviamente, para suscribir 
tales contratos a nombre de ésta. Por 
el contrario, quedó demostrado que 
éste sobrepasó sus atribuciones y 
en atención a ello se dedujo acción 
criminal en su contra por la empresa 
constructora.
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La Corte de Rancagua, cono-
ciendo por vía de apelación, revocó 
la sentencia de primer grado por 
estimar suficientemente acreditado 
en autos la existencia de la “repre
sentación” o, a lo menos, del “man
dato”, con la cual obró en la especie 
Rolando Silva Martínez por la cons-
tructora demandada. Para arribar a 
dicha conclusión los sentenciadores 
estimaron que el mandato otorgado 
era de índole mercantil habida cuen-
ta del giro de la empresa demandada, 
por lo que la prueba testimonial 
rendida en autos resultaba suficiente, 
conforme a Derecho, para establecer 
su existencia (artículo 128 del Código 
de Comercio). Y que aun de estimarse 
que el mandato otorgado era de ca-
rácter civil, existía un principio de 
prueba por escrito de su existencia, 
conformada por los instrumentos 
que daban cuenta de una operación 
de compraventa otorgada por la 
constructora y en la que el mismo 
Rolando Silva Martínez, había sus-
crito la promesa y recibido el anti-
cipo de la promitente compradora. 
No obstante lo anterior, la Corte 
rechazó la acción de cumplimiento 
de las promesas de compraventa por 
considerar que las mismas adolecían 
de un vicio de nulidad absoluta al 
omitirse en ellos el establecimiento 
de un plazo o condición a partir del 
cual se pueda colegir la época o data 
de la celebración del contrato de 
compraventa prometido, declaran-
do la nulidad de dichos contratos, 
por imperativo del artículo 1683 
del Código Civil y ordenando a las 
demandadas restituir a las actoras 

las sumas de dineros que éstas les 
había anticipado, con sus reajustes 
e intereses. 

En contra de la sentencia de 
segunda instancia, la demandada 
interpuso sendos recursos de ca-
sación en la forma y en el fondo. 
Lo que interesa destacar para los 
efectos de este comentario, se rela-
ciona con la forma en que nuestro 
máximo tribunal razona para darle 
eficacia vinculante ab initio a un 
contrato que no fue otorgado por la 
constructora demandada. En efecto, 
aun de establecerse, como lo hizo la 
Corte de Rancagua, que el jefe zonal 
tenía facultades para representar a 
la constructora en los contratos de 
promesa suscritos por las actoras, 
dicha circunstancia no era por sí 
sola suficiente para considerar que 
tales contratos “obligaban” a la pro-
mitente vendedora habida cuenta 
que ellos eran materialmente falsos, 
pues el señor Silva Martínez había 
falsificado las firmas de quienes 
aparecían concurriendo a otorgarlos. 
De esta manera, la Corte Suprema se 
vio en la necesidad de echar mano a 
la teoría de la apariencia, argumen-
tando en los considerandos trigésimo 
cuarto a trigésimo sexto:

“Que a lo razonado antes debe 
agregarse, además, que, como 
ha señalado anteriormente esta 
Corte, en las manifestaciones 
de la vida jurídica, al igual que 
en otros dominios, no siempre 
la realidad concuerda con las 
apariencias. Frente a la duali-
dad de apariencia y realidad 
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surge el deseo de proteger a 
los terceros. Las apariencias 
merecen fe, por cuanto resulta 
difícil precisar si ellas corres-
ponden o no a la realidad. Es 
así que cuando el interés de 
los terceros de buena fe lo 
hace necesario, los jueces no 
deben considerar totalmente 
ineficaz un acto ejecutado 
por quien se ha comportado 
como titular verdadero del 
derecho y lo hace oponible al 
titular real.

En consecuencia, la apa-
riencia de personalidad, de 
titularidad o de legitimación 
equivale a la personalidad, 
titularidad o legitimación 
mismas. Existen, por consi-
guiente, situaciones por las 
cuales quienes han confiado 
razonablemente en una ma
nifestación jurídica dada ante 
una apariencia determinada, 
y se han comportado de 
acuerdo con tal manifestación 
o apariencia, tienen derecho 
a contar con ellas, aunque no 
correspondan a la realidad.

Que extrapolando estos 
principios de la llamada ‘teo
ría de la apariencia’ a la del 
consentimiento aparente, se 
puede decir que siendo la vo-
luntad, por definición, el mo-
tor de los actos jurídicos –sin 
consentimiento no existe con-
trato, no se generan obligacio-
nes–, aún en los casos en que 
a una apariencia de voluntad 
no pueda atribuírsele el rol de 

generar un contrato, puede te-
ner significación como fuente 
de responsabilidad.

Por otra parte, y siempre 
dentro del derecho privado, 
se encuentran causas de apa-
riencia en aquellas relaciones 
en que han intervenido suje-
tos con titularidad, capacidad 
o cualidades aparentes, que 
le dan legitimidad a sus ac-
tuaciones sustentadas en el 
hecho propio de quien podía 
reclamar de ella en situacio-
nes similares

Como se ha dejado esbo
zado anteriormente, la apa
riencia persigue proteger a 
los terceros, es decir a aque-
llos que razonablemente han 
confiado en la apariencia de 
los hechos. Además, la reali-
dad busca la protección del 
interés del titular real. Si se 
atiende al primer supuesto, 
se habrá obtenido el recono-
cimiento del acto aparente; 
si se atiende al segundo, se 
privará al tercero del derecho 
que él había considerado 
adquirir.

También se ha expresado 
pretéritamente que al darle 
valor a la apariencia surge 
como fundamentación de 
la misma la responsabilidad 
objetiva o subjetiva en la rela-
ción jurídica. Mirado desde el 
ángulo objetivo, esto es, apli-
cando la teoría de los riegos 
a la apariencia, es menester 
expresar que todo aquél que 
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con su actividad voluntaria dé 
lugar a la génesis de situacio-
nes aparentes, debe soportar 
las consecuencias de dicha 
apariencia.

Que, de este modo, ex
puestos los principios fun-
damentales de la teoría de 
la apariencia jurídica, debe 
dilucidarse si ellos tienen 
cabida en el caso sub lite. 
Sobre esto cabe señalar que 
la recurrente ha sostenido 
que Rolando Silva Martínez 
era solamente un vendedor 
y carecía de facultades para 
obligar a la demandada por 
carecer de la calidad de re-
presentante de la compañía.

Ahora bien, como se dijo 
más arriba se probó que esta 
persona actuó, en los hechos, 
como apoderado de esta, so-
ciedad demandada, validando 
con ello una apariencia jurídi-
ca que responsabiliza a esta úl-
tima subjetiva y objetivamente 
de los efectos de los contratos 
de promesa de compraventa 
que sirven de fundamento a 
la acción de autos.

Que la conclusión ano-
tada se impone también si 
se considera que el principio 
de la buena fe, en su fase 
objetiva, está constituido por 
la conducta que se puede es-
perar de un hombre correcto. 
Es un estándar que debe ser 
apreciado en abstracto, con-
trariamente a lo que ocurre 
con la buena fe subjetiva, la 

cual es ponderada en concre-
to. Ésta es empleada como si-
nónimo de probidad, lealtad, 
confianza, seguridad y hono-
rabilidad, y es por ello que ha 
tenido su mayor desarrollo 
en el negocio jurídico, orbi-
tando todo el iter contractual, 
desde los tratos preliminares, 
la celebración del contrato 
preparatorio y/o definitivo, el 
cumplimiento del contrato e, 
incluso, en las relaciones post 
contractuales.

Es así como el artículo 
1546 del Código Civil dis
pone que los contratos de-
ben ejecutarse de buena fe 
y agrega, incluso, que, por 
consiguiente, obligan no sólo 
a lo que en ellos se expresa, 
sino a todas las cosas que 
emanan precisamente de la 
naturaleza de la obligación, o 
que por la ley o la costumbre 
pertenecen a ella.

Por lo que se relata, ne-
cesariamente debe afirmarse 
que el fallo censurado no ha 
incurrido en yerro de dere
cho alguno, al concluir la 
existencia de los contratos de 
promesa aludidos y que en 
ellos son parte la demandada 
y las actoras, como promiten-
tes vendedoras y comprado-
ras, respectivamente”

A nuestro juicio, el juzgamiento 
del caso basado en la doctrina de 
la apariencia es un acierto de la 
Corte Suprema. Nos inclinamos a 
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pensar que, incluso, el argumento 
del mandato, aun cuando fue igual-
mente validado por nuestro máximo 
tribunal, resultaba innecesario para 
que la actoras pudieran adquirir efec-
tivamente los derechos que creyeron 
adquirir y, extremadamente, forzado 
a la luz de los hechos. 

En efecto, se estableció por los 
jueces del fondo que ninguna de las 
firmas estampadas en la promesa 
de compraventa en que se funda el 
libelo de las actoras, pertenece a los 
representantes legales de la deman-
dada habilitados para obligar a esta 
última. 

Distinto habría sido si en dichas 
promesas hubiere comparecido el 
jefe zonal en representación de la 
constructora, pues en tal caso, la 
existencia del mandato, aun en la 
forma en que se tuvo por acredita-
do, habría sido suficiente para hacer 
oponible a la constructora lo obrado 
por su empleado, haciendo radicar 
en el patrimonio de la demandada 
los efectos de dicho contrato. 

En el caso que comentamos, el 
conjunto de hechos o circunstancias 
que rodearon el otorgamiento de 
las promesas de compraventa y la 
entrega de los anticipos a cuenta 
del precio, se presentaban como in-
ductivos al error de las promitentes 
compradoras de considerar al jefe 
zonal como un legítimo representan-
te de la constructora. Estos hechos 
o circunstancias coherentes entre sí 
son los mismos antecedentes que la 
Corte de Rancagua calificó como un 
principio de prueba por escrito de la 
existencia del mandato, a saber:

a)	 Que Rolando David Silva 
Martínez se desempeñaba 
como jefe zonal de San Fer
nando, en la oficina que la 
constructora tenía en el in
mueble donde se encontra-
ban los bienes objeto de los 
contratos; 

b)	 Que éste otorgó los compro-
bantes de recibo que dan 
cuenta del pago del anticipo 
del precio y

c)	 Que en otra compraventa 
que fue otorgada por la cons
tructora, el mismo señor Silva 
Martínez había suscrito la pro-
mesa y recibido el anticipo de 
la promitente compradora.

El conjunto de hechos o circuns-
tancias ostensibles anotadas prece-
dentemente, permitieron generar 
en las actoras la convicción de estar 
contratando con quien era el legíti-
mo representante de la demandada. 
Este elemento sicológico (buena fe 
subjetiva) aparece como una actitud 
mental, una convicción interna que 
consiste en ignorar que se perjudica 
un interés ajeno o no tener conciencia 
de obrar contra derecho, de tener un 
comportamiento contrario a él. No 
apunta al contenido o a los efectos 
de la relación misma, sino a la con-
ciencia de las actoras en relación con 
la situación ajena de la que deriva su 
derecho (protección de la aparien-
cia). De esta manera, en todos los 
supuestos en que tiene aplicación, se 
trata de un acto que, de no mediar la 
buena fe, sería antijurídico o irregu-
lar. La noción de buena fe subjetiva 
está íntimamente relacionada con los 
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conceptos de error, dolo y culpa. La 
ignorancia, que se predica de la buena 
fe subjetiva debe ser legítima, es decir, 
ser tal que la normal diligencia, para 
superar esa falsa realidad, no hubiera 
podido ser superada. Por eso se dice 
que el dolo y la culpa constituyen los 
límites internos de la buena fe subje-
tiva, y el error, el límite externo. 

En el caso sublite, las actoras actua-
ron guiándose por la apariencia y con-
fiando en la coherencia de los actos de 
la propia demandada. En efecto, si en 
una situación semejante la actuación 
de Rolando Silva Martínez había sido 
reconocida como vinculante por la 
constructora, al concurrir esta última 
a suscribir un contrato de compraven-
ta cuya promesa había sido suscrita 
por el señor Silva, nada podía hacer 
presagiar a las actoras que en este caso 
la constructora iba a desconocer lo 
obrado por su empleado. Así, la so-
lución arribada por la Corte Suprema 
se impone igualmente por la aplica-
ción de la doctrina de los actos propios 
derivada también del principio de 
buena fe y manifestada en la confian-
za depositada en la apariencia, y que 
en este caso importa una limitación 
al ejercicio de los derechos por parte 
de la demandada.
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Responsabilidad civil

Acción de reembolso. Obligación 
solidaria. Subrogación. Responsa-
bilidad civil. Corte Suprema, rol 
2954-2006. Recurso de casación en 
el fondo rechazado. 

No es usual que exista una acción 
de repetición por quien pagó una 
obligación solidaria a propósito de 
la responsabilidad civil de otro co-
deudor. El caso en cuyo origen se 
encuentra el fundamento de la ac-
ción de repetición es célebre, pues se 
trata del denominado caso “Beraud”. 
Antiguo juez de la Corte Suprema, 
que padeció una intervención in-
correcta en la cadera contraria a la 
que debía operarse, lo que significó 
una demanda de indemnización de 
perjuicios contra el hospital Militar 
y el equipo médico. Dicha demanda 
indemnizatoria, como se sabe, fue 
acogida, condenando al fisco de Chi-
le y a todos los miembros del equipo 
médico en forma solidaria, invocan-
do las reglas de la responsabilidad 
patrimonial del Estado y el artículo 
2317 del Código Civil. En el proceso 
que motiva la sentencia a comentar, 
se ejerció acción de restitución o 
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reembolso por el fisco de Chile a 
través del Consejo de Defensa del 
Estado en juicio de hacienda. Se 
demandó en forma solidaria a los 
tres médicos y dos auxiliares para el 
reembolso del total de lo pagado por 
el fisco. Se indicó en la demanda que 
el fisco pagó por otros al haber sido 
condenados todos a título solidario 
en virtud del artículo 2317 del Códi-
go Civil por una suma cercana a los 
$50.000.000.

Durante el proceso dos de los 
médicos demandados celebraron 
transacción con el fisco, el otro es
tuvo rebelde y las dos arsenaleras 
fueron condenadas. 

La sentencia de 1ª instancia, no 
modificada por la Corte de Apela-
ciones, sostuvo:

“En conformidad a lo dis-
puesto en los artículos 1.610 
Nº 3 y 1612 del Código Civil, 
el Fisco se ha subrogado en 
los derechos del acreedor a 
exigir el pago de la indem-
nización de perjuicios a que 
fueron condenados los de-
mandados.

Que, por aplicación del 
artículo 2.319 del Código Ci-
vil en relación con el artículo 
2.325 del mismo Código, se 
concluye que el Fisco, al pagar 
la obligación a que fue conde-
nado solidariamente, tiene de-
recho a exigir que los demás 
codeudores le restituyan el 
monto total de lo pagado.

Que, sin perjuicio de lo 
señalado en el considerando 

séptimo, si bien el deman-
dante se subrogó en los de-
rechos del señor Beraud, al 
pagar la obligación solidaria, 
extinguió dicha modalidad 
entre los codeudores, por lo 
que sólo pudo demandar a 
cada uno de ellos, en la forma 
señalada en el artículo 1.522 
inciso 1º del Código Civil, 
esto es, por la parte o cuota 
que les correspondía en la 
deuda y no como deudores 
solidarios.

Que, en consecuencia, la 
suma de 3.282,845 Unidades 
de Fomento pagadas por el 
Fisco, deben dividirse por 
partes iguales entre los co-
deudores, correspondiéndole 
a cada uno de ellos reembol-
sarle la cantidad de 656,569 
Unidades de Fomento, con 
los correspondientes intere-
ses”.

La sentencia es confirmada, pre-
sentándose recurso de casación en el 
fondo en su contra. La Corte Supre-
ma desestima el recurso, indicando 
que las normas que se invocan como 
fundamento de error de derecho, a 
saber, los artículos 1608, 1610 N° 3, 
1612, 2317 y 2325 del Código Civil 
han sido aplicadas de manera correc-
ta. Pero menciona lo siguiente:

“Que, con todo, esta Corte no 
puede dejar de señalar que la 
aplicación del artículo 1.522, 
inciso primero, del Código 
Civil, norma que resuelve la 
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cuestión debatida y que por 
ello tiene el carácter de deci-
soria litis, no fue cuestionada 
en el recurso, lo que lleva a 
concluir que el recurrente la 
supone bien aplicada, im-
pidiendo así el acogimiento 
de este arbitrio, desde que 
los demás errores denuncia-
dos carecerían de influencia 
sustancial en lo dispositivo 
del fallo. En efecto, aún de 
ser éstos efectivos, no sería 
posible por esta vía alterar 
lo resuelto, al no haberse es-
timado errónea la aplicación 
de la aludida norma”.

Cabe interrogarse, ¿dónde está 
el error de derecho que habría sido 
eficiente para anular la sentencia? Si 
el fisco pagó, sólo pudo hacerlo en 
razón de extinguir una deuda que le 
era exigible y así se desprende de la 
propia demanda en que se exige el 
reembolso. Esgrime su calidad de 
codeudor solidario para el pago de 
la deuda total, habiendo operado 
por efecto de la solución de la deu-
da la subrogación respectiva en los 
derechos del acreedor. Ahí termina 
la fase denominada de la obligación 
a la deuda. A todos los codeudores 
solidarios les era exigible la deuda in 
integrum. Al pagar el fisco se subroga, 
iniciándose la fase de la contribución 
a la deuda. Es aplicable el artículo 
1522 inciso 1º, debiendo contribuir 
en proporción a la cuota en la deuda. 
Pareciera que la aplicación del artícu
lo 1522, inciso 1º, debió implicar 
dos consecuencias favorables para 

los demandados que no pudieron 
considerarse al no reclamarse el 
error de Derecho en su aplicación. 
El primero consiste en que el fisco 
no era un desinteresado en la deuda 
como lo pretendió en la réplica, sino 
que tenía interés, pues había sido 
condenado en los mismos términos 
que los otros demandados al pago de 
la indemnización. Siendo así, debió 
deducirse su cuota, al transformarse 
con el pago al acreedor, la obliga-
ción en una simplemente conjunta 
entre los codeudores solidarios de 
los cuales formó parte. La segunda 
consecuencia, menos clara, consiste 
en dilucidar la expresión 

“limitada respecto de cada uno 
de los codeudores a la parte o 
cuota que tenga ese codeudor 
en la deuda”. 

El tribunal aplicó un criterio igualita-
rio para medir el interés en la deuda 
realizando la división por partes 
iguales. En mi opinión, aquí existe 
un error, pues no puede considerar-
se que los demandados detentaban 
el mismo interés en la obligación, 
cuya fuente es el ilícito civil que se 
les reprocha a todos, mas no pode-
mos entender que la contribución 
en este caso deba ser la misma. La 
discusión se ha planteado en cómo 
medir dicho interés. Por cierto, debe 
descartarse la culpa, siendo más bien 
un problema de causalidad, cuya 
mensura debe realizarse siguiendo 
los parámetros de la imputación 
objetiva. No parece sensato que la 
arsenalera, cuya función es limitada 
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e instruida por el médico jefe, resulte 
en un pie de igualdad al monto de 
pagar indemnizaciones, pero no 
concurra esa misma equiparación 

tratándose de los honorarios médicos 
y responsabilidades en la interven-
ción quirúrgica. 

C.P.


